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DERECHOS DE LA PERSONA O DE LA 
CIUDADANÍA: LOS INMIGRANTESl 
José Martínez de Pisón 
1. INTRODUCCIÓN 
El objeto de este artículo, corno explicita su título, es indagar 
en la cuestión de los derechos de los extranjeros y, en particular, 
de los inmigrantes que, en mi opinión, es una de las razones por 
las que el fenómeno de la inmigración ocupa un lugar relevante 
en la agenda política de nuestras sociedades democráticas. Creo, 
corno iusfilósofo, que unos y otros tienen derechos con indepen-
dencia de su situación administrativa (legal o ilegal, indocumen-
tado, irregular, etc.). Ahora bien, que se mantenga este tesis no 
quiere decir que se hayan resuelto todos los problemas. Una pri-
mera cuestión importante, en la que me voy a centrar, consiste en 
investigar sobre el fundamento de los derechos de los extranjeros. 
Otras cuestiones, que no carecen de interés por supuesto, se refie-
ren a qué derechos, cómo implementarlos, etc., pero no van a ser 
objeto ahora de mi atención. 
Ahora bien, responder a esa primera cuestión es, sin lugar a 
dudas, uno de los interrogantes que afecta más de lleno a la Filo-
l. Este artÍCulo es un texto revisado de una ponencia presentada el 3 de 
septiembre de 2003 en el Seminario "Integración social y derechos de los ex-
tranjeros", celebrado en la Universidad Internacional Menéndez y Pelayo. 
Agradezco al profesor A. Ollero la amable invitación para participar en dicho 
Seminario. 
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sofia del Derecho. No es que los iusfilósofos no hayan afrontado 
el problema del fundamento de los derechos de los extranjeros. 
Todo lo contrario, éste es un debate con una tradición que, al 
menos, se remonta al pensamiento de Bartolomé de las Casas, 
de Fco. de Vitoria, o de Rugo Grocio, (Cavallar 2002). En la ac-
tualidad, las posiciones parecen polarizadas entre: 1) quienes de-
fienden los derechos de los extranjeros como emanación de su 
consideración de persona, como derivación de la personalidad, y 
2) quienes pelean por una redefinición de la categoría jurídico-
política de la ciudadanía para que dé entrada a los extranjeros y a 
sus derechos y, en suma, para que sea un instrumento de su inte-
gración en una sociedad tolerante, abierta y plural. En este sen-
tido, las revisiones del concepto de ciudadanía son en la actuali-
dad muy numerosas: desde quienes defienden una "ciudadanía 
cosmopolita", una "ciudadanía cívica" y, en el contexto de la 
Unión Europea, una ciudadanía que no esté vinculada a la perte-
nencia a un Estado miembro. En todo caso, estas propuestas 
parten de la necesaria desvinculación entre ciudadanía, como 
expresión de un igual estatuto de derechos y deberes reconocidos, 
y la nacionalidad, identificada con la pertenencia a un Estado-
nación. Propugnan, en suma, que la nacionalidad deje de ser el 
título necesario para el reconocimiento de un estatuto de derechos 
y deberes igual para todos. 
Ya adelanto que, sobre este debate, tengo más dudas que 
certezas. ¿Están fundamentados los derechos de los extranjeros en 
la noción de personalidad o en la ciudadanía? ¿Son derechos de la 
personalidad o son derechos de ciudadanía? En mi opinión, aun-
que sin duda ambas posiciones son defendidas por autores y con 
razones lo suficientemente importantes como para tomarlas en 
serio, sin embargo, también es cierto que las dudas no se disipan 
tan fácilmente. Por un lado, porque al acudir a la categoría de 
persona o de personalidad corremos el riesgo de recurrir a un con-
cepto etéreo, difuso, ambiguo y objeto también de controversia. 
Un concepto abstracto que podemos perfilar y al que podemos 
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atribuir rasgos con total indiferencia hacia la realidad y el con-
texto social y económico. Con el recurso a la noción de "persona" 
se corre el serio riesgo de construir toda una retórica que final-
mente dé la espalda a los 1.300 millones de personas que viven 
con un ingreso inferior a un dólar al día; a los 840 millones de 
personas desnutridas, a los millones de niños en edad escolar que 
no asisten a la escuela, tal y como reiteradamente ha puesto de 
manifiesto el PNUD durante los últimos años. En fin, le daríamos 
la razón a Marx cuando venía a denunciar que conceptos como 
"persona", "derechos del hombre" no eran más que espejismos 
con los que ocultamos la realidad de un mundo y una sociedad 
desigual. En última instancia, el concepto de persona nos retrotrae 
a las fuentes del iusnaturalismo y, en concreto, a las concepciones 
filosóficas y morales de 1. Kant. 
Por otro lado, porque tengo serias dudas de que una reformu-
lación de la "ciudadanía" sirva para resolver los problemas plan-
teados por la actual oleada migratoria (en especial, la integración 
de los inmigrantes) y por una realidad multicultural que se im-
pone en las sociedades democráticas. Una estrategia de este tipo 
acaba por convertir a la ciudadanía como categoría del discurso 
jurídico-político en un "concepto-chicle" que estiramos según las 
realidades que queremos incluir hasta desnaturalizarl02. En úl-
tima instancia, ¿hablar de una ciudadanía cosmopolita no parece 
ser una incongruencia o una contradicción en los términos? 
En este contexto, la discusión sobre la "ciudadanía europea" 
me parece una discusión útil y que podría ser fértil si fuese tenida 
en cuenta por Bruselas y por los gobernantes de los países miem-
bros de la Unión Europea. En el espacio europeo, una ciudadanía 
común, más amplia y general implicaría una definición que no 
circunscribiese su significado a la sola pertenencia a un Estado de 
la Unión. Una ciudadanía de este tipo podría, teóricamente, resol-
2. La posible respuesta a la integración de los inmigrantes a través del 
"estiramiento" de la ciudadanía lo he tratado más en extenso en MARTÍNEZ DE 
PISÓN (2003a y 2003b). 
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ver la cuestión de la universalización de los derechos en el espa-
cio europeo y así la fijación del estatuto de derechos y deberes 
igual para todos, para los comunitarios y los no comunitarios. 
Pero, como es sabido, desde Maastricht estamos perdiendo este 
tren. E, incluso, no dejaría de ser una perspectiva demasiado 
eurocéntrica. 
Quiero aclarar que en todo este debate lo que realmente me 
interesa, con independencia de los conceptos que se utilicen, es la 
defensa de los derechos de los extranjeros y mi firme creencia de 
que sus derechos son los derechos reconocidos en los tratados 
internacionales y en la Constitución. Así pues, el objeto de este 
artículo consiste, sobre todo, en presentar y plantear algunos 
problemas, generar alguna que otra incertidumbre y, finalmente, 
explorar algunas salidas. Todo ello con la intención de favorecer 
el debate sobre el fundamento de los derechos de los extranjeros. 
2. LoS DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS: UNA CUESTIÓN PREVIA 
Claro que, en todo lo anterior, estamos dando por supuesto una 
cuestión que quizás no esté tan clara. ¿Tienen los extranjeros 
derechos? Es ésta una cuestión que podríamos calificar de primer 
nivel, previa a la que es objeto de este artículo, pues si conside-
ramos que los extranjeros no tienen derechos, entonces, carece de 
sentido que nos preguntemos por sus derechos y su fundamento. 
Yo creo que estaremos mayoritariamente de acuerdo en una res-
puesta afirmativa. De lo contrario, corremos el serio riesgo de 
caer en un posición xenófoba. 
En mi opinión, existen, al menos, tres argumentos favorables a 
la existencia de los derechos de los extranjeros. Tres razones in-
tuitivas que nos permiten seguir adelante. En primer lugar, difícil-
mente podemos considerar a los extranjeros como titulares de 
deberes si antes no los contemplamos como sujetos de derechos. 
Dicho de otra forma, los deberes de los extranjeros, como del res-
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to de ciudadanos, son el correlato de los derechos que les atribui-
mos. No puede haber deberes sin derechos. Y tener derechos y su 
correlato que son los deberes, supone que, con independencia de 
su situación administrativa, no se les invisibilice, que se les con-
sidere como individuos presentes en la sociedad a la que aportan 
sus capacidades y habilidades y por lo que reciben su contrapres-
tación ya sea seguridad, un mayor bienestar o protección. 
En segundo lugar, la historia de la humanidad presenta ejem-
plos de sujetos de deberes sin derechos, pero son ejemplos que re-
pudian a nuestra sensibilidad y a nuestras concepciones políticas 
más básicas. En la antigua Grecia, en la ciudad de Atenas existían 
sujetos de deberes que no tenían derechos. Eran los metecos, 
quienes, paradójicamente, estaban obligados a formar parte del 
escalón más bajo del ejército, eran los soldados (hoplitas). Esto 
es, estaban obligados a dar la vida por la ciudad que les negaba 
cualquier derecho y no los consideraba como ciudadanos. Hay 
más ejemplos de este tipo en la historia de la humanidad. Sujetos 
de deberes y no de derechos eran también en el Antiguo Régimen, 
hasta el período revolucionario de los siglos XVII y XVIII, los 
súbditos, sobre los cuales el soberano, como pater familias, tenía 
un derecho absoluto sobre su vida y la muerte, sobre sus bienes y 
los de sus familiares . La idea, en definitiva, es que, cuando 
consideramos a una persona como sujeto de deberes, pero no de 
derechos, lo estamos degradando a la condición de esclavo. Y no 
creo que, en el tiempo en el que estamos, defendamos o 
juridifiquemos la esclavitud en la situación de los extranjeros e 
inmigrantes. 
En tercer lugar, la negación e, incluso, restricción de derechos 
a los extranjeros vulnera directamente una de las premisas básicas 
de la modernidad y, por tanto, de la cultura occidental: la univer-
salización de los derechos. Si creemos que los derechos humanos 
son universales y deben ser generalizables a todos, debemos, 
pues, defender los derechos de todos, incluidos, los extranjeros. 
Por ello, los límites a su pleno reconocimiento y efectiva realiza-
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ción ponen a prueba nuestras convicciones democráticas y, como 
afirmé antes, las categorías jurídico-políticas de la tradición occi-
dental. 
La discusión sobre la existencia de los derechos de los extran-
jeros, y de los inmigrantes, no es nueva en la historia del pensa-
miento jurídico-político occidental. No es objeto de esta investi-
gación la realización de una descripción histórica de las líneas 
básicas de esa discusión. No obstante, sí que me parece pertinente 
resaltar algunos momentos y algunos hitos que han actuado de ca-
talizadores históricos de ese debate. En concreto, dos: en primer 
lugar, el descubrimiento de América y, en suma, el descubri-
miento de "otros" y de "otras" culturas desconocidas; en segundo 
lugar, la construcción del Estado-nación y la redefinición de la 
noción de "ciudadanía" en términos de nacionalidad. 
3. AMÉRICA y LOS DERECHOS DE LOS INDÍGENAS: LAS CONTRO-
VERSIAS DE VALLADOLID 
El descubrimiento de otras culturas en América fue, sin duda, 
un hito de consecuencias innegables en la evolución de la socie-
dad europea a partir del siglo XVI. Junto con la Reforma pro-
testante y con la emergencia de un nuevo método científico a 
partir del cual conocer empíricamente la naturaleza, es la causa de 
las profundas transformaciones de la sociedad europea en su 
camino hacia la modernidad. Al margen del "choque" de culturas 
y de sus desastrosas consecuencias para la población indígena, 10 
cierto es que la colonización española se tradujo muy pronto en 
un encendido y polarizado debate en tomo a los "indios" y a sus 
derechos que, junto a la discusión sobre los títulos de la posesión 
de la Corona, se concretó en las controversias de Valladolid de 
1550-51 y en la conocida polémica entre Juan Ginés de Sepúl-
veda y Bartolomé de Las Casas. En general, la Escolástica espa-
ñola, con notables diferencias entre unos y otros, trató cuestiones 
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que no nos son extrañas ante el auge de la inmigración o a la vista 
de los efectos de un mundo globalizado, como son la realidad 
multicultural, los derechos de los extranjeros, el derecho interna-
cional y un problema tan actual como el de la legitimidad o no de 
la guerra preventiva. También, en el centro de estos debates, sin 
lugar a duda, debemos situar a Fco. de Vitoria. Muchas de sus 
aportaciones serán objeto de una particular relectura por la Escue-
la de Derecho Natural racionalista, por Grocio y Kant hasta llegar 
a nuestros días. 
En las controversias de Valladolid se enfrentan dos concep-
ciones morales sobre la labor imperial de la Corona española dia-
metralmente opuestas. La de Sepúlveda que justifica la conquista 
y la legitima con títulos papales y que defiende la violencia como 
instrumento necesario para el asentamiento del poder, la pacifica-
ción y la posterior asimilación del indio. La conquista es previa a 
la asimilación y ésta, posteriormente, se logra a través de la evan-
gelización del indio. La de Las Casas, crítica con el ejercicio de la 
violencia y que considera prioritaria la evangelización como fase 
previa para la incorporación del indio a la Iglesia y a la Corona. 
El único justo título, viene a afirmar, es la libre conversión del 
indio. Las Casas, siguiendo la línea argumentativa de Sepúlveda y 
utilizando su conocimiento de la teoría aristotélica y tomista, 
sitúa en el centro del debate la cuestión de si los indios, los otros, 
los extraños, son o no bárbaros. De esta manera, Bartolomé de 
Las Casas tiene el mérito de ser el primero en situar en el centro 
del debate la cuestión de si los indios eran personas, eran hom-
bres, o no, y, en consecuencia, la reivindicación de sus derechos y 
de la igualdad entre los hombres. 
Uno de los aspectos más significativos, y más actuales, de las 
controversias es la batalla que entabla Las Casas en tomo a la 
calificación de "bárbaros" que Sepúlveda hacía de los indios y la 
interpretación de la teoría aristotélica realizada por Las Casas. El 
indio como extraño, como extranjero que no alcanzaba el estatus 
de hombre, sólo accesible para los europeos civilizados. Como 
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bárbaros, su condición natural debía ser la servidumbre, afirma 
Sepúlveda, y por ello debían ser gobernados por los españoles, 
"más prudentes y que destacan por su virtud y mejor instruc-
ción"3. Pues bien, Bartolomé de Las Casas reprocha a Ginés de 
Sepúlveda el que no ha interpretado correctamente la teoría tradi-
cional sobre la barbarie y la esclavitud elaborada por Aristóteles y 
readaptada por Tomás de Aquino (Pérez Luño 1992:164). Su ob-
jetivo era probar que unos indios con capacidad racional y buena 
disposición para la convivencia política no podían ser conside-
rados como bárbaros ni reducidos a la condición de esclavos; en 
todo caso, a través del reconocimiento de sus derechos y de su 
libertad, de la libertad de conciencia y de la tolerancia, podían ser 
incorporados a la Corona (y a la Iglesia). A partir del estudio del 
concepto de bárbar04 y de los pueblos que podían considerarse 
esclavos por naturaleza, "y habida cuenta de la libertad inherente 
a todo ser humano por el hecho de serlo, le era fácil llegar a la 
3. En la controversias de Valladolid, de esta manera quedó resumido el 
primer argumento de Sepúlveda: "En primer lugar dice que aquellas gentes son 
bárbaros, rudos e inexpertos en letras y sin educación, brutos y totalmente inca-
paces de aprender otra cosa que las artes mecánicas, llenos de vicios, crueles 
y de tal índole que su naturaleza aconseja que sean gobernados por otros ... 
Ahora bien, estas gentes están obligadas por derecho natural para su bien a 
obedecer a quienes sean más prudentes y a los que destacan por su virtud y 
mejor instrucción, cuales son los españoles, sobre todo los nobles, los doctos, 
los eclesiásticos y los religiosos. Y a ellos está encomendado el gobierno de lo 
espiritual y lo temporal tanto en España como entre los indios; mas, no así a los 
soldados ... " (LAS CASAS 2000: 6). 
4. Bárbaros son: 1.- "los hombres inhumanos y atroces"; 2.- "los que 
carecen de lengua escrita correspondiente a su idioma materno y así no saben 
expresar en él lo que piensan"; 3.- "la de los hombres que por su carácter 
impío y muy malo o por la esterilidad de la tierra que habitaban son crueles, 
tontos, incultos y carentes de razón, que no se gobiernan por leyes ni derecho y 
no cultivan la amistad ni el estado ni tienen una sociedad razonablemente cons-
tituida, es más carecen de soberano, leyes e instituciones ... "; 4.- "los que no 
conocen a Cristo" (LAS CASAS 2000: 17, 20, 22 Y 39). Sólo los de la tercera 
clase son, en sentido estricto, bárbaros y, dentro de esa categoría no caben los 
indios. 
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conclusión, excepcional para su tiempo, de que todas las naciones 
y pueblos infieles que fueran poseedores de las tierras en que 
habitaban desde un principio, eran libres" (Pérez Luño 1992: 65). 
De ahí que el método de incorporación a la Corona, de asimila-
ción, no podía basarse en la violencia, la fuerza o la conquista. Su 
método es una apuesta por la persuasión, la exposición de razones 
y el libre convencimiento. 
En resumidas cuentas, la discusión sobre los derechos de los 
indios y, en suma, de los bárbaros no es sino la discusión sobre 
los derechos de los extranjeros. Las Casas defenderá, ante la Co-
rona, el derecho de estos extranjeros que forman parte del Impe-
rio. Por la misma época en que Las Casas batallaba en la Corte, 
Fco, de Vitoria preparó sus re1ecciones sobre los indios y, aunque 
parece ser que no se conoCÍan personalmente, sin embargo, hay 
un poso común que demuestra el éxito de la empresa lascasiana 
ante la Corte del Emperador. También Vitoria defenderá los dere-
chos de los bárbaros en diferentes proposiciones, antes y después 
del descubrimiento, conquista y colonización (Vitoria 1998). 
La teoría de Vitoria es, sin duda, más elaborada no sólo porque 
reconoce los derechos de los indios y los títulos españoles, sino 
porque sienta las bases del nuevo derecho internacional. La línea 
iniciada por Vitoria será ree1aborada por H. Grocio y por el iusna-
turalismo posterior. Todavía hoy se insiste en la modernidad de la 
posición de Vitoria.-Cavallar le atribuye, en el marco de su visión 
cosmopolita y universa1ista de la justicia y el derecho, un derecho 
de hospitalidad (right of hospitality) (Cavallar 2002: 92 y 108 Y 
ss.). Este derecho o estas normas de hospitalidad, que otros, entre 
nosotros Pérez Luño, identifican con un "derecho de compañe-
rismo y comunicación natural" (right of natural partnership and 
comunication), comprende el derecho a viajar, un derecho a vivir 
en los países receptores, un derecho a comerciar, la libertad de 
usar la propiedad común, la libertad de residencia, nacionaliza-
ción y ciudadanía y la negación de un derecho de expulsión sin 
causa justa. Hoy afirmaríamos que estas "normas de hospitalidad" 
52 JOSÉ MARTÍNEZ DE PISÓN 
conforman un nutrido entramado de derechos de los extranjeros 
que, si es reconocido sin cortapisas, constituye un listado abierto, 
moderno y respetuoso con los catálogos de derechos de los trata-
dos internacionales. 
Estas ideas fueron elaboradas posteriormente por la Escuela de 
Derecho Natural racionalista a partir de Grocio hasta llegar al 
defensor de la comunidad y solidaridad internacional que fue l. 
Kant. Por cierto, recientemente, es objeto de controversia la tesis, 
ya enunciada hace tiempo por H. Welzel, de si Grocio fue real-
mente un autor original y rupturista con la tradición anterior o, 
por el contrario, si no fue, en realidad, el eslabón entre el final del 
pensamiento medieval, representado por la Escolástica española, 
y la modernidad en el largo proceso de secularización del pensa-
miento jurídico y político. 
4. ESTADO-NACIÓN y CIUDADANÍA 
La consolidación del Estado moderno en los diferentes perfiles 
de Estado de Derecho, Estado liberal, Estado-nación, a partir del 
siglo XIX, supuso también una profunda transformación en el 
ámbito de lo jurídico y de lo político y, por ende, en la cuestión 
de los derechos y de los derechos de los extranjeros. En este pro-
ceso y en estas transformaciones, el término ciudadanía cobró, sin 
duda, una especial importancia. 
El concepto de "ciudadanía" es un concepto controvertido, con 
una larga historia y, por ello, no exento de ambigüedades. En los 
últimos años, P. Costa ha publicado en cuatro volúmenes de su 
obra Civitatis una magnífica reconstrucción histórica de esta 
categoría (Costa 1999). Sus raíces teóricas se encuentran en la 
filosofia griega, en su ideal de democracia y en la construcción de 
su modelo de ciudad-estado (la polis) en el que la figura del 
ciudadano cobraba una especial importancia en la medida en que 
se le consideraba el actor principal de la vida pública. Desde 
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entonces, dicho concepto no ha dejado de ser objeto de revisión y 
reflexión hasta los tiempos de la Revolución francesa en la que se 
perfilan sus elementos más conocidos en la actualidad. 
El significado moderno de la ciudadanía ha estado siempre 
vinculado a la filosofía de Rousseau -oposición súbdito/ciuda-
dano- y la emergencia del Estado-nación. Por ello, se identifica 
con la idea y la posesión de una nacionalidad. Desde entonces, la 
ciudadanía se ha definido de acuerdo con algunos elementos y 
rasgos que se perfilan como afirmación para unos y como nega-
ción para "otros". No puede haber ciudadanía sin fijación de 
quién está incluido y excluido en ese ámbito, y, por ello, de la 
nacionalidad. El otro, el extraño, el extranjero y sobre todo el 
inmigrante es el excluido de la ciudadanía y es también el no-
nacional. En suma, el extranjero -o el inmigrante- es el contra-
punto sobre el que se construye la arquitectura de la ciudadanía. 
"Ciudadanía" y "extranjería", por esta razón, están así estrecha-
mente entrelazadas. 
Inicialmente, el concepto de ciudadanía tuvo un papel impor-
tante en la integración en el Estado-nación de habitantes y terri-
torios dispersos y diversos. Permitió sumar e incluir, y estoy 
pensando en el papel que cumplió en el seno de la Revolución 
francesa, frente a la fragmentación del Antiguo Régimen. Pero, al 
mismo tiempo que integraba en el naciente Estado a la burguesía, 
a la clase propietaria, la ciudadanía fue un poderoso instrumento 
de exclusión: amplios grupos sociales o no eran considerados ciu-
dadanos o poseían una ciudadanía de segunda. Sobre todo, los 
trabajadores y las mujeres, y, por supuesto, los extranjeros e 
inmigrantes. La ciudadanía, como señaló Th. Marshall, fue exten-
diéndose de ciudadanía cívica, ciudadanía política y ciudadanía 
social, y el siglo XIX y las primeras décadas del XX es la lucha 
por esa extensión y por la ampliación del reconocimiento de más 
categorías de derechos. Paulatinamente, la ciudadanía fue inte-
grando a esos colectivos. 
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En efecto, Marshall fue quien en 1949 enunció un concepto de 
ciudadanía que ha estado vigente durante todo el siglo xx. Para 
Marshall, "la ciudadanía es aquel estatus que se concede a los 
miembros de pleno derecho de una comunidad" (Marshall y 
Bottomore 1998, 37). La ciudadanía como estatus tiene serias 
implicaciones para la posición del individuo en relación con el 
Estado, con la comunidad y sus miembros, y con otros indivi-
duos. Por lo pronto, es sinónimo de pertenencia a dicha comu-
nidad: quien es ciudadano es miembro de una comunidad. Dado 
que, desde un principio se identificó la idea de una comunidad 
con la existencia de instituciones y con la emergencia del Estado-
nación, la membrecía daba a su vez el atributo de la nacionalidad 
específica del Estado. De esta manera, la definición de la ciuda-
danía supone, como ya se ha expuesto, también la definición del 
"otro", del "extranjero", de quien no es miembro que queda ex-
cluido de los beneficios del estatuto prefijado. No se pertenece, ni 
se "es" sin la fijación de quien "no es". Además, la ciudadanía co-
mo estatus remite también al reconocimiento y protección de un 
igual esquema de derechos y libertades fundamentales que gira en 
tomo a los derechos civiles, políticos y sociales. En última ins-
tancia, la "ciudadanía social", verdadera apuesta de Marshall en 
esta materia, supone el reconocimiento de que, sin un mínimo de 
bienestar, no es posible el ejercicio de las libertades individuales 
ni el cumplimiento de los deberes derivados de la ciudadanía, en-
tre ellos, el de participar en la vida de la comunidad y particu-
larmente en las decisiones públicas. La propuesta marshalliana 
muestra una especial preocupación por la existencia de desigual-
dades económicas y sociales derivadas del mercado y, en conse-
cuencia, por la creación de instrumentos redistributivos de la ri-
queza razón por la cual su visión fue ampliamente aceptada por 
los defensores del Estado social. En circunstancias de desigualdad 
económica y social no es fácil la promoción de la participación de 
los ciudadanos en la vida pública, ni la construcción de la demo-
cracia. 
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Así pues, la teoría política y el Derecho han definido la ciuda-
danía como el estatuto legal de derechos y deberes atribuido por 
el Estado-nación al ciudadano. La ciudadanía, por tanto, consiste 
en ese estatuto jurídicamente reconocido de derechos y deberes 
que posee el nacional. Ciudadanía y nacionalidad se identifican, 
en oposición a la extranjería, al extranjero que es el no nacido o 
quien no ha adquirido la nacionalidad y que, por tanto, queda al 
margen de dicho estatuto de derechos y deberes. En un tiempo en 
el que la lucha por los derechos es y ha sido un foco de reivin-
dicaciones y conflictos, la posesión de la ciudadanía cobra tam-
bién una especial relevancia. Se extiende así la idea de que quien 
no es ciudadano, no tiene los derechos y deberes constitucionales 
reconocidos. 
Recientemente, Michelangelo Bovero ha planteado la compati-
bilidad/incompatibilidad de la teoría de la ciudadanía y la teoría 
de los derechos del hombre extrayendo interesantes conclusiones 
(2002: 120-121). Constata que, desde que se formulase la Decla-
ración de Derechos del Hombre y del Ciudadano, en 1789, la 
filosofia política y la sociología, al seguir el estudio de Marshall, 
han alimentado una confusión basada en el error conceptual de 
reducir el contenido y el catálogo de derechos del hombre a 
los derechos especificados como derechos de ciudadanía que se 
convierten así en los únicos derechos, cuando inicialmente, . y la 
Declaración francesa es prueba de ello, no era así. Como afirma, 
"en el léxico más reciente 'ciudadanía' es el término genérico, 
es decir, indica una clase de derechos que comprende varias es-
pecificaciones (civiles, políticos, sociales); en el léxico clásico-
moderno 'ciudadano' es un término especifico, relacionado prin-
cipalmente (aunque no sólo) con la especie de los derechos polí-
ticos". Dicho de otra manera, en el lenguaje del XVIII, los "dere-
chos del hombre" era un término genérico que hacía referencia a 
todos los derechos, mientras que la "ciudadanía" era el término 
más específico para referirse a los derechos políticos. A raíz de la 
aparición del Estado-nación y de la positivación de los derechos 
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cambia el uso de los términos -en opinión de Bovero, hacia un 
"uso lingüístico equivocado"-. 
y lo que es más grave: "este uso lingüístico en realidad revela 
una convicción, expresa una tesis: la que vincula en general los 
derechos subjetivos de los individuos con la 'pertenencia' de esos 
individuos a una comunidad política, y además los hace depender 
de ésta, como si los individuos pudieran 'tener derechos' en ge-
neral sólo en tanto son 'ciudadanos' entendidos en el sentido (por 
otro lado ambiguo) de ser miembros de una comunidad". Es de-
cir, o se es ciudadano y se tienen derechos en la medida que se es 
hombre, persona, etc., o no se es nada, ni, por supuesto, se tienen 
derechos. La referencia a los derechos del hombre para referirse a 
otros se ubicaría en el plano de la retórica político-jurídica. 
En resumidas cuentas, la construcción del Estado-nación de-
rivó la cuestión de los derechos hacia su positivación y el con-
cepto de ciudadanía fue la categoría central del reconocimiento de 
esos derechos. Inicialmente, esa ciudadanía era una ciudadanía je-
rarquizada, pues sólo los propietarios, quienes pagaban impuestos 
podían ser sus titulares. Con el tiempo, los colectivos excluidos 
reivindicaron el acceso igual a la ciudadanía hasta universali-
zarse. No obstante, la ciudadanía siempre estuvo estrechamente 
vinculada a la nacionalidad por lo que se pusieron trabas, que, en 
los últimos tiempos, han aumentado, para el acceso de los extran-
jeros a la misma. De todo ello resulta que ahora son éstos y, espe-
cialmente los inmigrantes, los últimos excluidos. 
5. LA NUEVA OLEADA MIGRATORIA: POR UNA POLÍTICA RAZO-
NABLE DE LA INMIGRACIÓN 
En la actualidad, el replanteamiento de los derechos de los ex-
tranjeros tiene su origen en el evidente auge de los flujos migra-
torios. El fenómeno de la inmigración ha pasado en poco tiempo 
a ocupar un lugar central en la agenda política de las sociedades 
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democráticas. En réalidad, desplazamientos de personas indivi-
dual o colectivamente han existido siempre desde el inicio de la 
humanidad y prácticamente todas las zonas del planeta han sido 
objeto de movimientos migratorios. Como se ha afirmado en nu-
merosas ocasiones, desde que el hombre es hombre y desde que 
existen pueblos, unos y otros se han visto en la necesidad de des-
plazarse de un sitio a otro, de buscar nuevos asentamientos en los 
que aprovecharse de los recursos naturales, o en los que vivir, tra-
bajar y disfrutar de un mayor bienestar o unas mejores condi-
ciones de vida. 
Lo que confiere unos rasgos especiales a la actual oleada 
migratoria es que se realiza en el contexto de la mundialización, 
esto es, del creciente proceso de interdependencia e interconexión 
de las economías de los Estados dando lugar a una nueva verte-
bración de la economía planetaria. Como es sabido, el proceso 
globalizador está suponiendo una profunda transformación, mejor 
una auténtica mutación, puesto que los cambios son de naturaleza 
y no un mero accidente del orden económico internacional y cu-
yos efectos se han trasladado a otras esferas: cultural, sociedad, 
política, medio ambiente, medios de comunicación, criminalidad, 
etc. Como señala Blanco, "durante los últimos veinticinco años se 
han consolidado nuevas pautas migratorias internacionales que 
han contribuido a que los movimientos migratorios asuman un 
nivel de globalización nunca conocido en la historia. Los movi-
mientos han experimentado una gran extensión tanto en 10 que se 
refiere a volumen de flujos como a la ampliación de redes migra-
torias, incorporándose nuevos países emisores y receptores, así 
como a la diversificación de los tipos y formas de migrar". Estos 
elementos hacen que la inmigración tenga una difusión y una pro-
yección como nunca la había tenido antes y que su repercusión 
social y política alcance cotas también impensadas poco tiempo 
antes. "Nunca antes se había percibido la migración internacional 
como un problema que afectase a la seguridad nacional y en 
estrecha relación con el conflicto a escala global. La seña de iden-
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tidad de las actuales migraciones internacionales es su carácter 
global, afectando directamente a más y más países y regiones y 
unidas a complejos procesos que afectan al mundo entero" 
(Blanco 2000: 46). 
Tres son, en opinión de esta autora, los elementos que caracte-
rizan el actual proceso migratorio: 1.- El incremento del volumen 
de inmigrantes. Las estadísticas demuestran el progresivo aumen-
to de inmigrantes durante las últimas décadas produciéndose des-
plazamientos no sólo entre países sino también entre regiones de 
un mismo país. Al incremento de inmigrantes hay que añadir un 
cambio en la tradicional política de inmigración de los países re-
ceptores. A partir de la crisis económica de los años ochenta se 
impone un control de los movimientos migratorios que ha deri-
vado cada vez más hacia un cierre de fronteras. 2.- La ampliación 
de las redes migratorias. "Esto es, la incorporación a los movi-
mientos migratorios de nuevos lugares de emisión y recepción de 
personas. 3.- La diversificación de los tipos migratorios. En la 
actualidad las migraciones ya no sólo se producen por razones 
económicas, sino que aumentan considerablemente los despla-
zados, refugiados y asilados, esto es, quienes, como ha afirmado 
Toscano, huyen de su país natal por inhabitable e inhóspito, por 
carecer de las mínimas condiciones para llevar una vida digna. 
Con la particularidad de que ahora no sólo emigran quienes no 
tienen posibilidades de mejora social, sino que un buen número 
de los que se desplazan son individuos con estudios, con cualifi-
cación o con un alto conocimiento técnico razón por la cual son 
requeridos en los países desarrollados. Paradójicamente, sólo 
emigra quien tiene realmente posibilidades y entre las más impor-
tantes están las económicas; ello excluye a los que se encuentran 
en la suma pobreza. 
Pero, entre la mundialización y el fenómeno de la inmigración 
no sólo se produce una relación de retroalimentación que deter-
mina los nuevos rasgos de los actuales desplazamientos de po-
blación entre Estados, sino que es también una relación para-
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dójica. S. Sassen ha mostrado la raíz de esta paradoja al señalar 
"la interacción entre, por un lado, la desnacionalización de las 
instituciones y espacios económicos clave y, por otro, la renacio-
nalización de la política". "La globalización económica desnacio-
naliza la economía nacional. En cambio, la inmigración renacio-
naliza la política. Existe un consenso creciente en la comunidad 
de estados para levantar los controles fronterizos para el flujo de 
capitales, información, servicios y, en sentido más amplio, mayor 
globalización. Pero cuando se trata de inmigrantes y refugiados, 
tanto en Estados Unidos como en Europa occidental o Japón, el 
estado reclama todo su antiguo esplendor afirmando su derecho 
soberano a controlar sus fronteras" (Sassen 2001: 73). 
Los Estados y sus gobernantes, frente a la presión de los facto-
res de la globalización económica que tienden a una desnacionali-
zación, a una desterritorrialización, a un pérdida de su soberanía, 
como han mostrado, entre otros sociólogos U. Beck, han procu-
rado fortalecer su presencia pública con la repolitización, muchas 
veces simbólica, de nuevos fenómenos emergentes. Uno de ellos 
es el de la nueva oleada migratoria. Y lo hacen promoviendo un 
control exhaustivo de los flujos migratorios, de las personas, de 
los lugares en los que se asientan, aunque sea temporalmente, de 
sus actitudes y de sus costumbres, especialmente cuando se trata 
de favorecer su integración o asimilación. Dicho de otra forma, 
esta repolitización que busca fortalecer la soberanía de un Estado 
cada vez más cuestionado por la globalización económica se plas-
ma en lo que algunos han llamado el establecimiento por parte de 
los Estados de un modelo de gestión de la inmigración. Son los 
Estados nacionales los que asumen y ejercitan la competencia en 
el establecimiento de la líneas básicas, la legislación y los pro-
gramas oficiales con los que los poderes públicos y la sociedad 
afrontan la realidad de la inmigración. En principio, son los Es-
tados los que individualmente toman la iniciativa en la fijación de 
una política de inmigración, a la espera de que, como es el caso 
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de la Unión Europea, se produzca posteriormente una coordina-
ción, en este caso, en un ámbito regional. 
Sobre esto, quisiera destacar tres ideas. En primer lugar, que lo 
que está en cuestión y es objeto de discusión pública es precisa-
mente el modelo de gestión de la inmigración que se plasma en 
las legislaciones nacionales y que es implementado por los fun-
cionarios de la Administración. Para algunos tal modelo de ges-
tión o no existiría o se apoya en exceso en una política securitaria. 
Dicho de otra forma, la perspectiva con la que se contempla la 
inmigración está condicionada por las necesidades del mercado 
de trabajo y, en consecuencia, la respuesta prioritaria debe ser una 
respuesta policial. En segundo lugar, que, de acuerdo con lostra-
bajos de S. Nair y J. de Lucas, una correcta política de inmigra-
ción se asienta en tres pilares: "(a) una gestión legal de los flujos 
(gestión que no dominio o control unilateral), respetuosa con los 
principios del Estado de Derecho, que parece exigir el reconoci-
miento de la equiparación de derechos, más allá incluso de los 
derechos humanos básicos; (b) un ambicioso programa de code-
sarrollo que asocie a los países de recepción con los países de 
origen y transforme la inmigración en un factor beneficioso para 
esas dos partes y para los propios inmigrantes; y, finalmente, (c) 
mecanismos -políticas públicas- de integración de los inmigran-
tes" (Lucas 2002: 28). Un modelo de gestión de la inmigración, 
por lo tanto, requiere algo más que una legislación restrictiva o 
una respuesta meramente policial; requiere una estrecha colabora-
ción, a través de acuerdos y convenios, con los Estados emisores, 
con los Estados más pobres con el fin de establecer vías de desa-
rrollo y cooperación económica y políticas de integración que 
interpreto como políticas basadas en el diálogo intercultural nece-
sario para tratar correctamente el fenómeno del multicultura-
lismo. 
En tercer lugar, una pieza clave, en mi opinión, de modelo 
correcto de gestión de la inmigración es el reconocimiento, garan-
tía y efectiva realización de los derechos de los inmigrantes y, en 
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general, de los derechos de los extranjeros. Creo que el respeto de 
los derechos de este colectivo pone a prueba el sistema constitu-
cional de las sociedades democráticas y la confianza en las cate-
gorías jurídico-políticas de la tradición occidental corno son el 
Estado de Derecho, la universalización de los derechos humanos 
y la democracia misma. Me refiero, por supuesto, al reconoci-
miento de los derechos de los inmigrantes o de los extranjeros 
con independencia de su situación administrativa5. Precisamente, 
juristas, científicos sociales, ONOs, colectivos de inmigrantes, 
etc. han criticado la vigente Ley de Extranjería, la Ley Orgánica 
8/2000, de 22 de diciembre, sobre Derechos y Libertades de los 
Extranjeros y su Integración Social, por restringir los derechos de 
los extranjeros. Incluso, señalan que pone en cuestión la legitimi-
dad de nuestro Estado de Derecho. Corno afirma J. de Lucas: 
"Por lo que se refiere al régimen actual, a mi juicio, el mensaje 
que ofrece la LO 8/2000 tiene un importante déficit de legiti-
midad, de coherencia con los principios del Estado de Derecho y 
con la propia Constitución, así corno con algunos de los instru-
mentos jurídicos internacionales en materia de derechos humanos 
que son parte de nuestro propio ordenamiento jurídico en virtud 
de los que dispone el artículo 10.2 de la Constitución española de 
1978" (Lucas 2002: 32)6. Recientemente, el Tribunal Supremo ha 
5. Como afirma J. de Lucas: "Si hay algo que nos permite juzgar en tér-
minos claros las políticas de inmigración es su adecuación al rasero de los 
derechos. Y el veredicto que debemos formular desde esa luz, es, en mi opi-
nión, muy claro: las políticas de inmigración, sobre todo hoy, cuando cada vez 
más parecen presas del síndrome securitario, tienen un riesgo muy grave de 
entrar en colisión con las exigencias del Estado de Derecho y con el modelo de 
democracia plural e inclusiva. Lo primero, porque no apuestan con claridad 
por el principio de igualdad de los derechos entre ciudadano e inmigrantes resi-
dentes estables y, lo que es peor, porque regatean el reconocimiento y garantía 
efectiva de derechos humanos fundamentales en función de una condición 
administrativa que funciona entre nosotros como justificación de la exclusión: 
el estatus de irregular (ilegal, según porfian en calificarlo)" (LUCAS 2002: 30). 
6. La negación de algunos derechos, sobre todo de los derechos civiles y 
políticos, ha sido señalada por numerosos críticos de esta Ley. Baste, pues, 
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anulado 11 artículos del reglamento de esta Ley, que instauraba 
todavía una política más restrictiva: limitaba a los indocumen-
tados, entre otros, el derecho a la libre circulación y a solicitar 
permiso de residencia, impedía a los extranjeros residentes el rea-
grupamiento familiar o confería poderes excesivos a las fuerzas 
de seguridad en materia de expulsión. 
6. Los DERECHOS DE LOS INMIGRANTES COMO DERECHOS DE 
CIUDADANÍA 
El debate sobre los derechos de los extranjeros y sobre sus 
fundamentos está siendo impulsado, de una forma importante, por 
la negativa realidad de una legislación que sólo contempla el 
fenómeno de la inmigración desde la perspectiva de las nece-
sidades del mercado nacional de trabajo. Y las necesidades del 
mercado laboral no son estables, ni constantes. Esta realidad hace 
que la situación del inmigrante, dependiente siempre de la pose-
sión de un contrato de trabajo, sea fluctuante y extremadamente 
mencionar algunos casos. Así, el actual artículo 3 que ha sustituido el principio 
de equiparación en el reconocimiento de derechos entre españoles y extran-
jeros por un criterio interpretativo general utilizable en el ejercicio de los de-
rechos. Lo que ha sido interpretado como un "subterfugio" para negar en la 
práctica los derechos fundamentales de los extranjeros en situación irregular 
(LUCAS 2002). Y, en efecto, de esta forma, se niegan a quienes se encuentran 
en situación irregular derechos básicos como el derecho de reunión y mani-
festación (art. 7), asociación (art. 8), sindicación y huelga (art. 11) y la dene-
gación de asistencia jurídica gratuita (art. 22), lo que pone en cuestión el de-
recho a la tutela judicial efectiva recogida en el artículo 24 de la Constitución y 
en numerosos textos jurídicos internacionales suscritos por España. Junto a 
esta restricción de derechos de los inmigrantes irregulares deben mencionarse 
también otras medidas antigarantistas, como son las sanciones establecidas que 
inciden sobre todo en la expulsión directa del extranjero o la consagración del 
silencio administrativo negativo que nos remonta a los tiempos en los que las 
personas eran considerados súbditos y no ciudadanos. Y otras numerosas res-
tricciones para lograr el permiso de residencia, el reagrupamiento familiar, etc. 
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móvil de manera que no es descabellado el permanente riesgo en 
caer en situación de irregularidad. Esto por hablar del inmigrante 
privilegiado que posee un contrato de trabajo y puede vivir así en 
el marco de la legalidad. Pero la realidad de la inmigración es 
mucho más variada que la monocorde lectura de la perspectiva 
del mercado laboral. Las causas para abandonar el lugar de naci-
miento son muy variadas y no es la menos importante la cruda 
realidad de amplias zonas del planeta que, por razones econó-
micas, medio ambientales o porque existen perennes conflictos 
bélicos, son "inhóspitas", inhabitables, que no reúnen unas míni-
mas condiciones materiales para llevar una vida digna. 
Así pues, la negación de algunos derechos civiles y políticos a 
los escalones más bajos, precarios y débiles del complejo fenó-
meno de la inmigración, esto es, a aquellos que viven en situación 
administrativa irregular, está siendo un poderoso acicate en el 
debate sobre los fundamentos de los derechos de los extranjeros. 
Frente a un derecho positivo restrictivo con los derechos de los 
inmigrantes (primero, porque vincula la posesión de derechos a la 
entrada en el mercado laboral y, segundo, porque los niega a los 
que se encuentran en situación irregular) ha surgido un movi-
miento reivindicativo que, en el plano de la teoría, puede esque-
matizarse en dos posiciones. Por un lado, los que, como L. Ferra-
joli, no confían en el concepto de ciudadanía para la realización 
del proyecto de universalización de los derechos y, por consi-
guiente, defienden la separación radical y tajante entre los dere-
chos fundamentales o derechos de la personalidad y los derechos 
de ciudadanía, esto es, los que se poseen en tanto que persona o 
en tanto que ciudadano. Por otro lado, quienes, de conformidad 
con la línea histórica del concepto, siguen confiando en la ciuda-
danía para la extensión de los derechos a los extranjeros e inmi-
grantes. Son numerosas las propuestas que pueden incluirse en 
este grupo: las que van desde la defensa de una ciudadanía cos-
mopolita, ciudadanía republicana, ciudadanía compleja, ciudada-
nía diferenciada o multicultural, ciudadanía económica, ciudada-
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nía cívica, etc. Y las que apuestan, en un espacio más reducido, 
por una ciudadanía europea que supere a la ciudadanía de los 
Estados miembros de la Unión Europea. En todo caso, · estas 
propuestas parten de la necesidad de una relectura del concepto 
de "ciudadanía" y, por tanto, de la superación de la noción jurí-
dica de ciudadanía tal y como aparece en la legislación de las 
sociedades occidentales. 
Haré, a continuación un comentario, necesariamente breve, 
sobre alguna de las propuestas de redefinición de la ciudadanía: 
a) V. Ferrari y su ciudadanía por contrato. La revisión de V. 
Ferrari, realizada recientemente en una conferencia impar-
tida en un curso de verano en el Instituto Internacional de 
Sociología Jurídica de Oñati (Guipúzcoa), parte del análisis 
de la historia del concepto de ciudadanía en el que concluye 
que, desde Grecia, nunca ha existido una distinción nítida 
entre el ciudadano y el extranjero. Es clara desde una pers-
pectiva estatalista y jurídica, pero no desde un enfoque 
histórico-sociológico. No obstante, el acceso a la ciudada-
nía siempre ha sido objeto de lucha y conquista. 
Ferrari revindica la tradición contractualista para defen-
der una nueva forma de la ciudadanía: la ciudadanía por 
contrato en la que lo importante es la emisión del consenti-
miento y su formalización en un contrato entre el Estado y 
el nuevo ciudadano. Entre las ventajas señala que, de esta 
manera se da la oportunidad de formalizar las relaciones 
sinalagmáticas entre las partes fijando así el estatuto de 
derechos y las obligaciones, entre las que se podía incluir el 
deber de aceptar la cultura. Además, otra ventaja consiste 
en que, desde la perspectiva internacional, respetaría la li-
bertad de movimientos. 
Dado que es un contrato y las partes negocian, esta fi-
gura facilitaría un estatuto personal y diferenciado de la 
ciudadanía. Lo cual es positivo para integrar grupos con su 
particular idiosincrasia, pero también es negativo pues no 
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existiría una ciudadanía uniforme y violaría el principio de 
igualdad. 
En mi opinión, existen también importantes inconve-
nientes. El mismo autor señala que, entonces, sólo podrían 
cambiar de ciudadanía quien tenga más posibilidades eco-
nómicas. Pero, además, nada impediría que el Estado esta-
bleciese requisitos de acceso que fuesen auténticas barreras 
a la ciudadanía. Nada impediría que de facto siguiera mono-
polizando la ciudadanía y fuese un celoso protector, por 
ejemplo, de las condiciones actualmente vigentes. 
b) J de Lucas y la ciudadanía cívica. J. de Lucas, utilizando 
documentos internos de la Unión Europea, postula una 
apertura del concepto de ciudadanía, la "ciudadanía cívica", 
que se vertebraría desde el nivel local de las comunidades 
(vía empadronamiento) y que tendría por objetivo la igual-
dad de derechos entre extranjeros residentes y nacionales y 
que permitiría la participación política también en condi-
ciones de igualdad. Como afirma, "parece decisiva la adop-
ción de la ciudadanía local, basada en el principio de vecin-
dad o residencia municipal (vía empadronamiento) como 
primer ámbito político, en plenitud de su significado. Acce-
sible por derecho a los inmigrantes. Por consiguiente, se 
trata de evitar su vinculación con la naturalización o adqui-
sición de la nacionalidad, a la par que la imposición de 
renuncia a la ciudadanía de origen. Una condición, el resi-
dente municipal o vecino, que debe llevar aparejado el reco-
nocimiento de derechos políticos de participación y del 
sufragio municipal activo y pasivo" (Lucas 2003: 48). 
c) La ciudadanía cosmopolita. El cosmopolitismo tiene una 
larga y brillante historia que parte de los estoicos y encuen-
tra su más moderno defensor. En la actualidad, se está pro-
duciendo un renacimiento a la vista de la crisis del Estado 
y del concepto de ciudadanía (M. Nussbaum, Vallespín, 
García Inda). Según Vallespín, tres son los elementos del 
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nuevo cosmopolitismo (García Inda 2003): 1.- Frente a la 
identificación entre Estado y nación, el cosmopolitismo 
viene a subrayar el carácter contingente, accidental e his-
tórico, de la forma política estatal y de las identidades polí-
ticas; 2.- Frente a la identificación entre comunidad cultural 
y comunidad política, el cosmopolitismo defiende una com-
prensión pluralista y diferenciada de la ciudadanía; 3.-
Frente a una interpretación de la identidad política de la 
comunidad como preexistente a sus miembros y no nego-
ciable en sus rasgos básicos, el cosmopolitismo representa 
la apuesta por una identidad política negociable, producto 
de la continua interacción democrática y libre. 
Como afirma García Inda (2003), "el cosmopolitismo no 
puede ser simplemente la antítesis del nacionalismo, sino al 
riesgo de convertirse en una suerte de falso y abstracto na-
cionalismo. El cosmopolitismo no exige renunciar a la iden-
tidad. No puede. Al contrario, lo que implica es poner al 
lado de cualquier identidad particular aquello que se com-
parte con el resto de la humanidad: la necesidad de vivir 
y sobrevivir dignamente; la capacidad de emocionarse y 
amar; la tentación de la destrucción ... Lo que se trata no es, 
por tanto, de negar nuestras pertenencias, sino de vincular-
las a esa pertenencia fundamental que nos dice que por 
encima de todo, soy un ser humano". 
7. LOS DERECHOS DE LOS INMIGRANTES COMO DERECHOS DE LA 
PERSONALIDAD 
Por su interés, me centraré especialmente en describir y co-
mentar la primera de las posturas reseñadas sobre los derechos de 
los inmigrantes. L. Ferrajoli se ha destacado durante la última dé-
cada del siglo XX por defender una teoría garantista de los dere-
chos fundamentales. Ciertamente, Ferrajoli, desde su posición 
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progresista y de izquierdas, ha efectuado un largo recorrido desde 
el uso alternativo del Derecho hasta su defensa del garantismo. Su 
teoría de los derechos fundamentales es, sin duda, atractiva, po-
derosa, y su pensamiento lúcido y valiente al afrontar los pro-
blemas más actuales. Su visión de los derechos se articula en 
tomo a cuatro tesis, en su opinión, "esenciales para una teoría de 
la democracia constitucional" (Ferrajoli 1999,42 Y ss.): 1.- Radi-
cal diferencia entre los derechos fundamentales y los derechos 
patrimoniales. 2.- Los derechos fundamentales "forman el funda-
mento y el parámetro de la igualdad jurídica" y por ello de la 
dimensión "sustancial" de la democracia. 3.- Naturaleza suprana-
cional de los derechos fundamentales, frente a los derechos de 
ciudadanía. 4.- Un estrecho vínculo entre el reconocimiento de 
los derechos y el establecimiento de garantías. Dos distinciones 
que sustentan estas tesis me parecen de interés para nuestro dis-
curso: la que diferencia entre derechos fundamentales y derechos 
patrimoniales y la que distingue entre derechos de la personalidad 
y derechos de ciudadanía. Ambas distinciones, en mi opinión, son 
la piedra angular de su teoría sobre los derechos y de la dimen-
sión sustancial de la democracia. 
La distinción entre derechos fundamentales y derechos patri-
moniales parte del mismo Locke y de la Declaración de Derechos 
del Hombre y del Ciudadano de 1789 que mezclan como dere-
chos naturales a la libertad y al derecho de propiedad. Hay aquí 
una confusión original debida al "carácter polisémico de la no-
ción de derecho de propiedad". Por el contrario, libertad y pro-
piedad permiten hablar de dos categorías de derechos: los dere-
chos fundamentales que incluye a los derechos de libertad, como 
el derecho a la vida, los derechos civiles y políticos, y los dere-
chos sociales, y derechos patrimoniales que engloban desde el 
derecho de propiedad a los demás derechos reales y de crédito. 
Los derechos fundamentales, por 10 tanto, encaman en opinión de 
Ferrajoli los derechos humanos. 
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Los derechos fundamentales se caracterizan, frente a los dere-
chos patrimoniales, por ser 1) universales, 2) indisponibles, ina-
lienables, inviolables, intransigibles, personalísimos, 3) son nor-
mas en sentido fuerte, 4) son superiores y vinculan a los poderes 
del Estado 7. Configuran, pues, la dimensión sustancial de la de-
mocracia y son normativamente impuestos "tanto a las decisiones 
de la mayoría como al libre mercado". 
En el seno de los derechos fundamentales existe otra distin-
ción: derechos del hombre o de la personalidad y derechos del 
ciudadano o de ciudadanía que "depende enteramente del dere-
cho positivo, es decir, del hecho de que hayan sido conferidos a 
todos los individuos en cuanto personas, o sólo a' las personas en 
7. Entre ambas categorías existen cuatro diferencias claras: 1.- Los dere-
chos fundamentales son universales, en el sentido lógico de la cuantificación 
universal de la clase de sujetos que son sus titulares, y se reconoce a todos en 
igual forma y medida; mientras que los derechos patrimoniales son singulares, 
se atribuyen a cada sujeto, y son desiguales; 2.- Los derechos fundamentales 
son derechos indisponibles, inalienables, inviolables, intransigibles, persona-
lísimos, mientras que los derechos patrimoniales son derechos disponibles, 
negociables y alienables. 3.- Los derechos patrimoniales, en tanto que dispo-
nibles, están destinados a ser constituidos, modificados o extinguidos por actos 
jurídicos; los derechos fundamentales no, pues son normas en sentido fuerte. 
4.- Los derechos patrimoniales son horizontales, pues son objeto de disposi-
ción en las relaciones intersubjetivas que derivan o bien en una obligación de 
no lesión en el caso de los derechos reales o bien en obligaciones de deber en 
el caso de los derechos personales o de crédito; los derechos fundamentales 
son verticales, pues tienen que ver con la relación del individuo con el Estado 
de la que derivan "prohibiciones y obligaciones a cargo del Estado, cuya 
violación es causa de invalidez de las leyes y de las demás decisiones públicas 
y cuya observancia es, por el contrario, condición de legitimidad de los 
poderes públicos" (FERRAJOLI 1999, 50). En resumidas cuentas, derechos 
fundamentales son "aquellos derechos universales y, por ello, indisponibles e 
inalienables, que resultan atribuidos directamente por las normas jurídicas a 
todos en cuanto personas, ciudadanos o capaces de obrar: ya se trata de 
derechos negativos, como los derechos de libertad a los que corresponden 
prohibiciones de lesionar; o de derechos positivos, como los derechos sociales, 
a los que corresponden obligaciones de prestación por parte de los poderes 
públicos" (FERRAJOLI 1999,39). 
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cuanto ciudadanos" (Ferrajoli 1999: 104-105). Ferrajoli señala la 
contradicción entre la defensa de unos derechos fundamentales 
reconocidos por los textos · internacionales a todos en tanto que 
personas y la realidad de un derecho positivo que restringe esos 
derechos a la posesión de la ciudadanía (por ejemplo, los dere-
chos políticos para los ciudadanos; los derechos civiles para to-
dos, salvo el de residencia y el de circulación). Sin embargo, nada 
impide que los ordenamientos jurídicos nacionales amplíen esos 
derechos (como el derecho al voto) a todas las personas. 
Enlazando con esta argumentación, Ferrajoli expone una con-
clusión, sin duda, pertinente en esta exposición: "Es claro que a 
largo plazo ---en el que las interdependencias, los procesos de inte-
gración y las presiones migratorias están destinados a aumentar-
esta antinomia entre igualdad y ciudadanía, entre el universalismo 
de los derechos y sus confines estatalistas, por su carácter cada 
vez más insostenible y explosivo, tendrá que resolverse con la 
superación de la ciudadanía, la definitiva desnacionalización de 
los derechos fundamentales y la correlativa desestatalización de 
las nacionalidades" (Ferrajoli 1999: 57). Y anuncia así la crisis de 
la ciudadanía y la necesidad de su superación. 
8. ApUNTES PARA UN DEBATE CONSTRUCTIVO 
Para terminar, quisiera resumir y exponer alguna de las ideas 
que han ido apareciendo para luego realizar una propuesta de 
fundamentación de los derechos de los inmigrantes: 
1.- Como he tratado de exponer, el debate sobre los derechos 
de los extranjeros, del extraño, del otro, no es un debate reciente, 
sino que, por lo que a la sociedad europea se refiere, tiene sus 
orígenes en los primeros momentos de la historia de los derechos 
humanos y, por tanto, en las primeras formulaciones sobre los 
mismos de los que las Controversias de Valladolid de 1550-1551 
son un hito inicial. Aunque los perfiles y su formulación no 
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alcance la elaboración de los autores posteriores, sin embargo, ya 
apuntan la línea de debate posterior. 
2.- Ya en estos momentos iniciales (Escuela de Derecho Na-
tural) aparece la idea de que los extranjeros no carecen de dere-
chos en la medida que son iguales a nosotros. Sobre todo, en la 
medida en que son seres humanos. De ahí que, como aparece en 
Vitoria y luego en Grocio y Kant, poseen derechos e, incluso, 
unos derechos específicos por su carácter de extranjeros: la liber-
tad de movimientos, el derecho a emigrar, a comerciar, etc. 
3.- El pensamiento moderno condujo a la reflexión sobre el 
concepto de hombre y sobre la idea de persona moral, como fun-
damento de los derechos humanos, entre otras cosas, a un alto 
grado de elaboración y sofisticación. La filosofia de Kant es el 
paradigma de este modelo normativo y prueba de ello es que una 
parte importante de la filosofia moral y política es impensable sin 
la referencia a su obra. 
4.- Sin embargo, este alto grado de elaboración y de sofisti-
cación no se produjo sino a costa de una excesiva racionalización 
y abstracción del concepto de persona. Lo que el pensamiento 
marxista ha puesto de manifiesto: esto es, se ha elaborado un con-
cepto moral de persona a costa de eliminar los atributos, los ras-
gos temporales y espaciales de las personas reales (Capella). El 
hombre con derechos iguales es un hombre sin atributos, no es de 
carne y hueso. 
5.- Desde inicios del siglo XIX, la especificación de los dere-
chos de un hombre abstracto ha sido objeto de fuertes polémicas. 
El concepto de ciudadanía desplaza, con el Estado-nación, en el 
lenguaje jurídico y político al término derechos del hombre de 
manera que los derechos se atribuyen no por el mero hecho de ser 
persona (su fundamento), sino por ser ciudadano. 
6.- La historia del concepto de ciudadanía también es la his-
toria de una controversia: desde la atribución a unos pocos (los 
propietarios, los burgueses) hasta su extensión a los trabajadores, 
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las mujeres, etc.; igualmente, controvertido ha sido el catálogo de 
derechos atribuidos. 
7.- En última instancia, y especialmente para el debate sobre 
los derechos de los inmigrantes, parece necesario recuperar el 
antiguo uso lingüístico de "derechos del hombre", de derechos de 
la persona, y no confiar en la extensión ilimitada de la idea de 
ciudadanía. 
En conclusión, creo que puede hablarse de los derechos de los 
inmigrantes, de los extranjeros como derechos emanados de la 
personalidad, más que de la ciudadanía. Ahora bien, con ello no 
quiero hacer referencia a un concepto abstracto, etéreo de per-
sona, un concepto alejado de la realidad, de las necesidades del 
sujeto de carne y hueso. Por ello, creo, en resumidas cuentas, que 
el fundamento de los derechos de los extranjeros, en mi opinión, 
debe sustentarse sobre tres pilares: 
a.- Primeramente, sobre el fructífero concepto de necesidad, 
elaborado inicialmente por la Escuela de Budapest y que última-
mente ha supuesto un importante acicate en el debate sobre los 
derechos, especialmente, los derechos sociales. El concepto de 
necesidad (básica) cumpliría la función de dar cuerpo a la idea de 
persona: esto es, que, en el debate sobre los derechos, no per-
damos de vista la imagen de hombres y mujeres de carne y hueso, 
con sus privaciones y sufrimientos, con sus necesidades básicas a 
satisfacer. 
La idea de necesidad dota de "realidad", aporta un ingrediente 
fáctico y material al concepto de libertad. Y es que los obstáculos 
que impiden que uno sea dueño de sí mismo son normalmente las 
concretas condiciones económicas y sociales en las que viven los 
individuos: en particular, cuando su situación vital está determi-
nada por las carencias y privaciones. La idea de "necesidades 
básicas" permite valorar los obstáculos económicos y sociales 
para la libertad, y así promover los medios para su remoción. En 
última instancia, como podemos constatar con un poco de sentido 
común, difícilmente un individuo puede ser libre o llevar una 
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vida digna y realmente humana sin la satisfacción de sus necesi-
dades más "básicas" (Contreras 1994, 41). No hay libertad, ni 
vida digna, ni autorrespeto, ni pleno ejercicio de las capacidades 
naturales en situaciones de penuria extrema, sin la satisfacción de 
las necesidades básicas. 
No obstante, el concepto de "necesidad" no deja de ser un 
concepto problemático. Por de pronto, porque algunos autores 
liberales pretenden reducir la noción de necesidad a los deseos o 
caprichos individuales (Plant, Lesser y Taylor-Gooby 1980). Pe-
ro, cuando se habla de "necesidades", no se quiere hacer referen-
cia a circunstancias subjetivas que puede llevar a un sujeto a de-
sear un objeto o un cambio en un estado de cosas. La necesidades 
que justifican no tienen nada que ver con estados de ánimo que 
pueden ser volubles y arbitrarios, sino que están relacionadas con 
hechos objetivos, en los que se constata la existencia de carencias 
en un individuo y en su entorno -alimento, vestido, vivienda, 
educación u otras condiciones materiales- que no superan un 
umbral mínimo imprescindible para llevar una vida digna. Pre-
cisamente, es caballo de batalla entre defensores y detractores de 
los derechos sociales la distinción de las necesidades de las pre-
ferencias y deseos. Pero, las necesidades no son ni preferencias 
personales, ni deseos, ni están sujetas a los dictados del interés 
personal. Estos son estados mentales variables, mientras que las 
necesidades que sustentan los derechos sociales son hechos obje-
tivos, mensurables y constatables por cuanto son elementos fun-
damentales de la relación del individuo con el medio que le cir-
cunda y sus condiciones de vida. Precisamente, en contra de esta 
idea, los críticos han seguido la estrategia de relativizar esta dis-
tinción y reconducir el significado de las necesidades al mundo de 
la subjetividad: necesidad no sería más que un acto de la voluntad 
individual, un capricho, una preferencia o un interés. Tan 
relevante es su etiquetación en un lado u otro que, en ello, se jue-
gan la justificación o la exención de la sociedad y del Estado de 
su deber de satisfacerlas. 
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Frente a esto, aquí se postula que las "necesidades" fundantes 
de los derechos sociales se caracterizan por los siguientes rasgos, 
de- acuerdo con los trabajos realizados en esta materia (Zim-
merling 1990; Añón 1992 y 1994; Y Martínez de Pisón 1998): 
1.- Son básicas, es decir, necesarias y condición para llevar una 
vida digna hasta tal punto que puede decirse que quien no logra 
su satisfacción lleva una vida infrahumana, esto es, condicionada 
por unas carencias insalvables que la conducen a vivir bajo mí-
nimos. Estas necesidades básicas se identifican con medios de vi-
da necesarios, como son el alimento para satisfacer el hambre, el 
vestido para cubrirse del frío, la salud para curar las enferme-
dades, las prestaciones sociales y un largo etcétera que deter-
minan el mínimo vital de todo ser humano. 2.- Son objetivas, 
pues, su privación es externa al individuo y, por tanto, cons-
tatable. La carencia de alimento, de salud, de vivienda, etc. pro-
duce estragos en el estado físico de las personas 10 que es fá-
cilmente observable y permite conocer los daños producidos por 
una larga situación temporal de privación. 3.- Son generalizables, 
en el sentido de que pueden extenderse a toda la población no 
sólo de un grupo de países, sino de todo el planeta. Hoy, existen 
estudios de organismos internacionales que muestran claramente 
que en el planeta se producen recursos y medios suficientes para 
que todos sus habitantes puedan gozar de unas condiciones 
mínimas de vida digna. 4.- Son históricas, es decir, surgen en un 
momento determinado, en una época circunscrita a unas 
coordenadas espacio-temporales, de acuerdo a las circunstancias 
concretas y, por 10 tanto, pueden variar si éstas cambian. 
En definitiva, las necesidades básicas 10 son en la medida que 
su privación deja al individuo privado de algo imprescindible 
para que sea considerado, en el sentido kantiano, "un fin en sí 
mismo", es decir, un agente libre que puede decidir sobre su vida 
y su entorno sin ningún tipo de condicionantes. De ahí la estrecha 
relación entre las necesidades y los derechos sociales, pues éstos 
no son sino el reconocimiento de una exigencia de los individuos 
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-sobre el alimento, vestido, educación, salud, etc.- tendente a 
lograr los elementos básicos para llevar una vida digna. Es más, 
la satisfacción de estas necesidades es el presupuesto "sine qua 
non" para que cada agente pueda estructurar no sólo su vida, sino 
también el entorno en el que habita, pueda modificar el contexto 
más cercano para hacerlo más adecuado a su realidad personal, a 
sus habilidades y cualidades naturales, de forma que pueda así 
plasmar el camino para su perfeccionamiento y felicidad. 
b.- En segundo lugar, sobre el concepto de capacidad, tal y 
como ha sido elaborado por Amartya Sen. Un concepto de 
capacidad estrechamente vinculado a las libertades fundamentales 
de los individuos. Sen se propone "defender la idea de que en 
muchas evaluaciones el 'espacio' correcto no es ni el de las utili-
dades (como sostienen los partidarios del enfoque del bienestar) 
ni el de los bienes primarios (como exige Rawls), sino el de las 
libertades fundamentales -las capacidades- para elegir la vida 
acorde con nuestras creencias, nuestros principios y nuestro có-
digo moral, que tenemos razones para valorar. Si el fin es centrar 
la atención en las oportunidades reales del individuo para al-
canzar sus objetivos (como recomienda Rawls), habría que tener 
en cuenta no sólo los bienes primarios que poseen las personas, 
sino también las características personales relevantes que deter-
minan la conversión de los bienes primarios en la capacidad de la 
persona para alcanzar sus fines" (Sen 2000,99). 
La libertad es entendida como el conjunto de capacidades del 
individuo para alcanzar sus fines. No basta con establecer un 
catálogo de bienes primarios o de necesidades básicas a satis-
facer, sino que debe valorarse también cómo esos bienes prima-
rios o esas necesidades se transforman en capacidades de los indi-
viduos para que estos sean libres. El concepto de capacidad resul-
ta así mucho más maleable, permite un mejor acercamiento a las 
posibilidades reales de que, dado un contexto social y económico, 
el individuo pueda alcanzar sus fines. En este sentido, este con-
cepto de capacidad es de gran utilidad para los análisis que se 
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hagan sobre la realidad social y los obstáculos existentes para la 
libertad de los individuos y, por ello, para los análisis sobre el 
desarrollo humano realizados por el PNUD, según apunta este 
autor. 
El concepto de capacidad, en mi opinión, añade elementos 
positivos a la teoría de las necesidades. Mientras que ésta tiene un 
perfil más negativo, relacionado con la privación o con el daño 
producido por una carencia, la tesis de las capacidades resulta ser 
un principio más activo y dinámico al hacer referencia a las 
posibilidades reales y a la determinación, dentro del marco de las 
libertades fundamentales, para que cada individuo configure, con 
sus decisiones y acciones, su proyecto vital. 
c.- Por último, sobre el poder de los argumentos intersub-
jetivos. La tesis de las necesidades y la relevancia de las capaci-
dades permiten configurar un concepto de persona vinculado a las 
contingencias de su vida, a su libertad para superarlas y para con-
figurar su plan de vida, pero, en última instancia, no garantizan la 
existencia de derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico. 
Justifican el reconocimiento de los derechos de los inmigrantes, 
de las personas en general, pero no garantizan su juridificación, ni 
su realización efectiva. Por ello, creo que hace falta un tercer pilar 
en la propuesta de fundamentación. Y es que en la concreción de 
esos derechos hace falta también apoyarse en una fundamentación 
intersubjetiva de esos derechos: esto es, que la determinación de 
esas necesidades, la fijación de la libertad como capacidad de 
actuar requiere no sustraerse al debate público, al intercambio de 
ideas, al diálogo y al consenso. En este sentido, la teoría de las 
necesidades, así como la idea de las capacidades son buenas ra-
zones para el reconocimiento y positivación de los derechos de 
los extranjeros, y de los inmigrantes, en nuestras sociedades de-
mocráticas. 
La necesidad, la capacidad y le intersubjetividad no son más 
que elementos de una propuesta de fundamentación de los dere-
chos de los inmigrantes que no está libre de flecos sueltos y de 
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dudas y que, por supuesto, deja muchos interrogantes sin resolver. 
y no es el menor el de cómo implementar estos derechos. No 
obstante, en primer nivel, lo importante es el reconocimiento de 
los derechos constitucionales a este colectivo, así como asegurar 
una general confianza en la universalización de los derechos reco-
gidos en los tratados internacionales. Después, vendrá la urgencia 
de superar las limitaciones del concepto de ciudadanía. Entre las 
posibilidades a tener en cuenta, resulta sin duda interesante la 
idea de J. de Lucas de fijar un estatuto especial del extranjero 
residente, caracterizado por ser abierto, flexible y porque permite 
equiparar los derechos de éstos con los de los del ciudadano. Y, 
sobre todo, que desvincule el permiso de residencia de la exis-
tencia de un contrato de trabajo (Lucas 2003: 44). Quizá haya que 
volver a recordar que, por mor de las políticas imperantes, las 
luchas por los derechos de los inmigrantes se han convertido en la 
última frontera de los derechos y que los riesgos de conflictos y 
estallidos sociales requieren, por ello, respuestas imaginativas y 
coherentes con los valores de la civilización occidental, si es que 
realmente creemos en ellos. 
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